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Certiorari 
procedente del 
Tribunal de 
Primera Instancia, 
Región Judicial de 
San Juan 
 
Número: 
SJ2017CV01863 
 
Sobre: 
Incumplimiento de 
contrato; Daños y 
perjuicios  

Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Rodríguez Casillas 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparecen el señor Luis María Tejada (Sr. Tejada) y la señora 

Elizabeth Sánchez (Sra. Sánchez) (en conjunto peticionarios) mediante 

recurso de certiorari y nos solicita que revoquemos la Resolución y Orden 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI) el 1 

de agosto de 2018 y notificada el 2 de agosto del mismo año. En esta, 

entre otras cosas, el TPI declaró “No Ha Lugar” la solicitud de 

desestimación presentada por la Sra. Sánchez.  

 Adelantamos que, en el ejercicio de nuestra discreción, 

denegamos la expedición del presente recurso de certiorari.  

I 

El 1 de septiembre de 2017 la señora Nilda J. Dávila Marcano y la 

señora Nilda C. Marcano Sotomayor (recurridas) presentaron Segunda 

Demanda Enmendada1 contra los peticionarios por incumplimiento de 

contrato y daños y perjuicios. El 5 de diciembre de 2017 la representación 

legal de los peticionarios presentó una Moción Asumiendo 

                                                 
1 Véase II de la petición de certiorari.  
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representación, Solicitud de Prórroga para Contestar y Solicitud de 

Desestimación contra Codemandada.2 En esta, en lo pertinente, la Sra. 

Sánchez compareció “sin someterse a la jurisdicción del Tribunal” y 

solicitó la desestimación de la demanda en su contra. En síntesis, la Sra. 

Sánchez argumentó que al casarse con el Sr. Tejeda otorgaron 

capitulaciones matrimoniales en las que rechazaron el régimen de la 

sociedad legal de gananciales (SLG) y se acogieron a la total separación 

de bienes. Cónsono con lo anterior, sostuvo que al no existir la SLG, no 

procedía la demanda contra esta. Asimismo, sostuvo que la demanda no 

contenía alegación alguna en su contra y que por ello procedía la 

desestimación de la demanda por falta de jurisdicción sobre la persona. 

Además, arguyó que la demanda no contenía alegaciones que justificaran 

la concesión de un remedio contra la Sra. Sánchez.  

Surge del expediente que luego de varios incidentes procesales, el 

12 de marzo de 2018, el TPI celebró una vista argumentativa en la que 

escuchó los argumentos de ambas partes. Así las cosas, el 6 de abril de 

2018, notificada el 9 de abril de 2018, el foro primario emitió Resolución 

en la que, en lo pertinente, declaró “No Ha Lugar” la solicitud de 

desestimación presentada por la Sra. Sánchez3 y le ordenó presentar 

alegación responsiva.  

Así pues, el 30 de abril de 2018 la Sra. Sánchez presentó 

Contestación a la Demanda por la Codemandada Elizabeth Sánchez y 

Solicitud de Desestimación.4 En esta, entre otras cosas, presentó una 

solicitud de desestimación al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento 

Civil. Específicamente, arguyó que las recurridas alegaron, sin exponer 

hechos que sustentaran su alegación, que la Sra. Sánchez se benefició 

de los dineros recibidos por el Sr. Tejeda y que lo anterior “podría tener 

mérito s[o]lo si existiera una SLG entre el señor Luis María y la Sra. 

Elizabeth Sánchez. No existiendo tal SLG y por la propia definición de 

                                                 
2 Véase Anejo III de la petición de certiorari.  
3 Tomamos conocimiento judicial de que inconforme con dicha determinación los 
peticionarios presentaron ante este Tribunal recurso de certiorari al que se le asignó el 
número KLCE201800637 y de que un panel hermano denegó la expedición del mismo. 
4 Véase Anejo V de la petición de certiorari. 
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‘total separación de bienes’, régimen escogido por los codemandados, la 

Sra. Elizabeth Sánchez, no se beneficiaría de los supuestos dineros”. 

(Énfasis en el original suprimido.). Sostuvo, además, que “la demandante 

no establece relación contractual alguna entre la codemandada Elizabeth 

Sánchez y la misma” y “[t]ampoco establece que existiera obligación 

alguna de la aquí compareciente para con la demandada”. Así pues, 

concluyó que, por lo anterior, las recurridas carecían de legitimación 

activa para demandarla y que, en todo caso, quien tendría legitimación 

activa para traerla al pleito sería el Sr. Tejeda mediante una acción de 

nivelación. Por último, sostuvo que “más allá de la alegación vacía de que 

la Sra. Elizabeth Sánchez se benefició económicamente, los hechos 

alegados no establecen nexo alguno para sustentar dicha aseveración y 

se desprende que la acción no va dirigida a la codemandada”. Cónsono 

con lo anterior, solicitó la desestimación de la demanda y la imposición de 

costas y honorarios por temeridad a las recurridas.  

El 14 de junio de 2018 las recurridas se opusieron mediante la 

presentación de Moción en Oposición a Solicitud de Desestimación.5 En 

su escrito solicitaron al foro de instancia que declarara “Sin Lugar” la 

solicitud de desestimación presentada por la Sra. Sánchez. Sostuvieron 

que los argumentos de la Sra. Sánchez en realidad eran una solicitud 

reconsideración tardía de la Resolución emitida por el TPI el 6 de abril de 

2018. Además, argumentaron que de acuerdo con la Regla 6.1 de 

Procedimiento Civil una demanda solo tiene que contener alegaciones 

generales que le provean a la parte demandada la información necesaria 

para conocer que en su contra existe una acción y en qué consiste esta. 

Las recurridas enfatizaron lo siguiente:  

Es patentemente claro que, en la Demanda Enmendada, la 
alegación contra la co-demandada es que los dineros 
pagados al demandado para que hiciera el trababa para el 
que fue contratado, le beneficiaron tanto a él, 
personalmente, como a la co-demandada, también 
personalmente. Entonces, es evidente que existe una 
alegación de responsabilidad de la co-demandada hacia la 
parte demandante, toda vez que se arguye que de los 

                                                 
5 Véase Anejo VII de la petición de certiorari.  
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dineros pagados al demandado para el trabajo para el cual 
fue contratado, ella también se benefició, por lo que [e]sta 
también responde a la parte demandante por el 
incumplimiento de contrato incurrido por el demandado, por 
cuanto también se alega que percibió beneficios del pago de 
dichos dineros. Por tanto, bajo esta premisa, la contención 
de la co-demandada de que la demanda enmendada debe 
ser desestimada a su favor, es inmeritoria e improcedente. 
(Énfasis en el original suprimido.) 
 
Surge también del expediente que el TPI celebró una vista 

argumentativa el 18 de julio de 2018 en la que recibió las posturas de las 

partes. El 1 de agosto de 2018, notificada el 2 de agosto de 2018, el TPI 

emitió la Resolución y Orden6 de la que se recurre. En esta, el TPI declaró 

“No Ha Lugar” la solicitud de desestimación presentada por la Sra. 

Sánchez al concluir que en esta ocasión la Sra. Sánchez no presentó 

ningún argumento diferente, sino que elaboró más su argumento de que 

no se había beneficiado de los dineros pagados al Sr. Tejeda. El foro de 

instancia reiteró el razonamiento que elaboró en su Resolución del 6 de 

abril de 2018 en cuanto a que las alegaciones de la demanda de epígrafe 

cumplen con el criterio de plausibilidad, pues exponen alegaciones de 

hechos suficientes en los cuales la parte demandante apoya su 

demanda.7  

Inconforme, los peticionarios acuden ante nosotros mediante el 

presente recurso de certiorari en que nos señalan la comisión del 

siguiente error:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia (TPI) al 
declarar NO HA LUGAR la solicitud de desestimación 
mediante el endoso de un Proyecto de Resolución a pesar 
de la clara ausencia de reclamación que justifique la 
concesión de un remedio contra la codemandada Elizabeth 
Sánchez, toda vez que la misma otorgó Escritura de 
Capitulaciones Matrimoniales rechazando la SLG con el 
codemandado Luis María, contra quien se dirigen 
exclusivamente las alegaciones.  
 
Transcurrido el término reglamentario sin que las recurridas 

comparecieran ante nosotros, resolvemos.  

 

 

                                                 
6 Véase Anejo I de la petición de certiorari.  
7 Del expediente que tuvimos ante nosotros no surge de que dicha determinación los 
peticionarios hayan presentado solicitud de reconsideración. 



 
 
 
KLCE201801231 

 

5 

II 

El auto de certiorari en casos civiles 

En nuestro ordenamiento jurídico, el auto de certiorari “es el 

vehículo procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido por un tribunal 

inferior”. Pueblo v. Colón, 149 DPR 630, 637 (1999). Este se utiliza “para 

revisar tanto errores de derecho procesal como sustantivo”. Id. En lo 

pertinente, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, 

R. 52.1, dispone lo siguiente:  

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las 
Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción de 
carácter dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público o 
en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia. Al 
denegar la expedición de un recurso de certiorari en 
estos casos, el Tribunal de Apelaciones no tiene que 
fundamentar su decisión. 
 
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por 
el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el 
recurso de apelación que se interponga contra la sentencia 
sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no 
perjudiciales. (Énfasis nuestro.)  
 
Así pues, la norma es que el asunto que se nos plantee en el 

recurso de certiorari deberá tener cabida bajo alguna de las materias 

reconocidas en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. Ello, debido a 

que el mandato de la mencionada regla dispone taxativamente que 

“solamente será expedido” el auto de certiorari para la revisión de 

remedios provisionales, interdictos, denegatoria de una moción de 

carácter dispositivo, admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciaros, anotaciones de 

rebeldía, en casos de relaciones de familia y en casos que revistan 
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interés público o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia”.   

Siendo ello así, para determinar si debemos expedir un auto de 

certiorari debemos realizar un análisis que consiste en dos pasos. En 

primer lugar, debemos determinar si el asunto que se trae a nuestra 

consideración versa sobre alguna de las materias especificadas en la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. Este examen es mayormente 

objetivo. Por esto, se ha señalado que “los litigantes deben abstenerse de 

presentar recursos de certiorari para revisar órdenes y resoluciones de 

asuntos que no estén cobijados bajo las disposiciones de la Regla 52.1”. 

Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., LexisNexis, San Juan, 

2010, pág. 476. Como tribunal revisor debemos negarnos a expedir el 

auto de certiorari automáticamente cuando el mismo gire en torno a 

alguna materia extraña a las disposiciones de la citada Regla 52.1, supra.  

Superada esta primera etapa, procede llevar a cabo un segundo 

análisis relativamente subjetivo. Se trata de nuestro examen tradicional 

caracterizado por la discreción encomendada a este tribunal para 

autorizar la expedición del auto de certiorari y adjudicar sus méritos. Aun 

cuando se trata de un asunto discrecional, la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones establece siete criterios que debemos tomar 

en consideración para determinar si expedimos o no un auto de certiorari. 

La mencionada regla dispone que para determinar si expedimos un auto 

de certiorari debemos tomar en consideración los siguientes criterios:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho 
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema 
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia 
 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados 
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración 
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(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio 
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B R.40.  
 
De acuerdo con lo dispuesto en la Regla 40, supra, debemos 

evaluar “tanto la corrección de la decisión recurrida, así como la etapa del 

procedimiento en que es presentada, a los fines de determinar si es la 

más apropiada para intervenir y no ocasionar un fraccionamiento indebido 

o una dilación injustificada del litigio”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 97 (2008). Recordemos que la discreción judicial “no se da 

en un vacío ni en ausencia de otros parámetros”,8 sino que como Tribunal 

revisor debemos ceñirnos a los criterios antes citados. Si luego de evaluar 

los referidos criterios, este tribunal decide no expedir el recurso, podemos 

fundamentar nuestra determinación, pero no tenemos la obligación de así 

hacerlo.9 

III 

En síntesis, en su único señalamiento de error los peticionarios 

señalan que el TPI incidió al declarar “No Ha Lugar” la solicitud de 

desestimación presentada por la Sra. Sánchez. Arguyen que en el 

presente caso contrajeron nupcias bajo el régimen de total separación de 

bienes y que las alegaciones de la demanda solo están dirigidas al Sr. 

Tejeda.  

Como explicáramos, para determinar si debemos expedir el 

presente recurso de certiorari, debemos realizar un análisis que 

esencialmente consta de dos pasos. En primer lugar, nos corresponde 

determinar si la controversia que tenemos ante nosotros versa sobre 

alguna de las materias contenidas en la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, supra. La respuesta es en la afirmativa pues se trata de la 

denegatoria de una moción dispositiva al amparo de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil -moción de desestimación-. No obstante, nuestro 

                                                 
8 IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012) que cita a Rivera Figueroa v. Joe’s 
European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). 
9 32 LPRA Ap. V, R. 52.1.  
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análisis no culmina aquí. Nos corresponde en segundo término, analizar 

la presente controversia a la luz los criterios contenidos en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. Cónsono con lo anterior, 

luego de realizar un detenido análisis del expediente que tuvimos ante 

nosotros, somos de la opinión de que con su determinación el foro 

primario no incurrió en error, prejuicio o parcialidad que amerite nuestra 

intervención. No encontramos nada en el expediente que nos lleve a 

concluir lo contrario. Por ello, determinamos que lo que procede es 

denegar la expedición del recurso de certiorari.  

IV 

Por los fundamentos que anteceden, en el ejercicio de nuestra 

discreción, denegamos la expedición del recurso de certiorari. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


